PROYECTO DE LEY
EL Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de

LEY

PLAN DE IGUALDAD DE OPORTUNIDADES ENTRE MUJERES Y HOMBRES

Artículo 1: Creación. Créase el “Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres” para la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 2: Objetivo General. El Plan tiene por objetivo el fomento de la dimensión de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, en la formulación, implementación y seguimiento de las políticas y acciones realizadas a nivel de la Provincia de Buenos Aires.
Artículo 3: Objetivos Específicos. El Plan tiene los siguientes objetivos específicos:

a. Integrar la dimensión de la igualdad de oportunidades y velar porque la misma se tenga en cuenta de manera transversal y se convierta en un hilo conductor de las políticas, medidas y acciones. 

b. Fomentar la cooperación entre distintos niveles gubernamentales, no gubernamentales y de ambos niveles entre sí. 

c. Impulsar reformas legislativas que consagren la igualdad de oportunidades. 

d. Realizar el seguimiento de la aplicación de las normas existentes. 

e. Diseñar medidas de acción positiva que equilibren las desigualdades entre hombres y mujeres. 

f. Impulsar la remoción de los obstáculos que impiden, de hecho, el efectivo ejercicio y goce del derecho a la igualdad. 

g. Apoyar la aplicación, el seguimiento y la evaluación de las acciones emprendidas para alcanzar los objetivos planteados. 

h. Promover la igualdad de oportunidades, en una economía globalizada y en proceso de cambio, en el mercado de trabajo valorizando la labor  femenina. 

i. Impulsar una política de conciliación de la vida familiar y profesional de hombres y mujeres. 

j. Propiciar la participación equilibrada de hombres y mujeres en órganos de decisión y en el proceso de la toma de decisiones. 

k. Alentar a las mujeres a ejercer su derecho a la igualdad, profundizando el conocimiento y la información. 

l. Estimular y velar por el acceso efectivo a vías jurisdiccionales para la defensa de los derechos. 

m. Movilizar en torno a la igualdad de oportunidades a todos los protagonistas de la vida económica, política y social. 

n. Reforzar las condiciones de ejercicio de una ciudadanía activa para todas las mujeres.
Artículo 4: Lineamientos. Los lineamientos del Plan deberán observar las acciones propuestas en la “Plataforma de Acción de Beijing” aprobada por la “IV Conferencia Mundial sobre la Mujer” de la Organización de las Naciones Unidas, el 15 de setiembre de 1995.

Artículo 5: Programas. Cada área del Estado provincial deberá proponer anualmente al Órgano de Aplicación del Plan, su programa específico de igualdad de oportunidades para el ámbito de su incumbencia, con la correspondiente afectación presupuestaria.

Artículo 6: Criterios. Para la formulación, aplicación y evaluación de los objetivos, disposiciones y resultados de los Programas, se elaborarán y establecerán criterios e indicadores básicos comunes para la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en todas las áreas de intervención del Estado Provincial.
Artículo 7: Estándares. El Órgano de Aplicación elaborará estándares básicos de respeto al principio de igualdad de oportunidades en el acceso, retribución y trato en el empleo entre mujeres y hombres, que deberán implementarse obligatoriamente en los contratos de obras y servicios públicos, concesiones y prestación de servicios específicos por terceros. 

Artículo 8: Diagnóstico. A efectos de la posterior formulación de los programas integrantes del Plan, se efectuará un diagnóstico de la situación social de la mujer en la Provincia de Buenos Aires, utilizando la información proveniente de encuestas y censos de institutos de estadísticas, universidades, organismos provinciales y municipales; así como de especialistas y entidades vinculadas con la temática.  
Artículo 9: Órgano de Aplicación. Desígnase como Órgano de Aplicación del “Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres” al Consejo Provincial de las Mujeres –creado por Decreto Nº 780/07-, conformado por representantes de las diversas áreas del Gobierno Provincial, de los Organismos de la Constitución, del Poder Judicial de la Provincia, de las Cámaras de Diputados y Senadores de la Provincia, de los Departamentos Ejecutivos y Concejos Deliberantes de los Municipios, y con organizaciones no gubernamentales (ONG) relacionadas con la problemática de la mujer.

Artículo 10: Función. El Órgano de Aplicación tendrá como función la elaboración, seguimiento y evaluación de los programas, proyectos y acciones integrantes del “Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres” para la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 11: Atribuciones. Para el cumplimiento de las funciones y los objetivos inherentes al Plan, el Órgano de Aplicación podrá aplicar, valorizar y/o apoyar las siguientes medidas:

a. Formular diagnósticos sistemáticos de la condición de la mujer, como así también elaborar parámetros indicativos. 

b. Encarar estudios específicos sobre cuestiones económicas, sociales y jurídicas relacionadas con la igualdad de oportunidades. 

c. Requerir el asesoramiento de personas u organismos expertos y dotarse de asistencia técnica. 

d. Impulsar la realización de campañas de concientización. 

e. Suministrar apoyo metodológico, técnico y financiero de proyectos que se enmarquen en los objetivos del Plan. 

f. Sistematizar el intercambio de información y la difusión de los logros y resultados de las iniciativas planteadas en los programas. 

Artículo 12: Capacitación. A efectos de perfeccionar los programas, proyectos y acciones constituyentes del Plan, se efectuarán Talleres de Capacitación sobre igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, dictados por especialistas en la materia, en los que participarán todos los miembros integrantes del Órgano de Aplicación.

Artículo 13: Evaluación. Se realizará una evaluación continua, como condición esencial de la implementación del Plan, sobre la base de procedimientos de autoevaluación y de evaluación externa a cargo de organismos independientes. Las mismas se referirán al análisis de la eficacia de las acciones propuestas y comparará los resultados obtenidos con los objetivos cualitativos y cuantitativos de cada acción.
Artículo 14: Información Pública. El Órgano de Aplicación suministrará información pública sobre el alcance del cumplimiento de los criterios, indicadores y estándares básicos establecidos en los artículos 5 y 6 de la presente.  
Artículo 15: Informe Anual. El Plan tendrá una duración de cuatro (4) años debiendo el Órgano de Aplicación presentar a la Legislatura, el día 8 de marzo de cada año y previa publicación, un informe donde se detalle el estado de implementación del mismo. 
Artículo 16: Comuníquese al Poder Ejecutivo
l
FUNDAMENTOS
Introducción

La igualdad constituye el sustento de la libertad. En una sociedad desigual, los afectados por la desigualdad son también necesariamente menos libres para dirigir sus vidas. 

La desigualdad entre los sexos es la forma de opresión más generalizada en la historia humana. Se remonta al origen de la especie y ha perdurado hasta hoy bajo casi todos los regímenes socioeconómicos.

El concepto de igualdad fue evolucionando con el tiempo. Para los pensadores de la revolución francesa, residía principalmente en dos postulados básicos: a) la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, y b) la abolición de todos los privilegios de nacimiento, religión y raza para acceder a propiedades, cargos públicos y educación. 

En estos momentos, se considera que la igualdad ante la ley o igualdad formal, es un medio para alcanzar la igualdad de derechos, oportunidades y responsabilidades, o sea, la igualdad real o de hecho. El objetivo, que trasciende la mera igualdad jurídica, es lograr el cambio social, la transformación de pautas culturales y sociales. Esto significa que la ley no es todo, sino sólo un medio para alcanzar un fin; pero es un medio muy importante, porque legitima las aspiraciones de las mujeres en el terreno simbólico y sirve de palanca o catalizador para el cambio social.

Nunca como en nuestra época se han puesto en tela de juicio las tres fuentes principales de desigualdad, la clase, la raza y el sexo. La gradual equiparación de las mujeres a los hombres, primero en la pequeña sociedad familiar, luego en la más grande sociedad civil y política, es uno de los signos más certeros del imparable camino del género humano hacia la igualdad.

La perspectiva de género en el desarrollo humano ha pasado a ser, en los últimos años, una  de las preocupaciones fundamentales de los movimientos políticos y de los movimientos de mujeres.
La discriminación contra la mujer viola los principios de igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, dificulta su participación en las mismas condiciones que el hombre en la vida política, social, económica y cultural de su país. Ello constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar  servicio a su país y a la humanidad;

Afirmaba la insigne dirigente socialista y luchadora por los derechos de la mujer, Alicia Moreau de Justo: “La justicia tiene que considerar iguales a todos los seres humanos, de otro modo no es justicia. Los hombres y las mujeres tienen iguales derechos. No tienen iguales medios de acción, evidentemente. Pero tienen iguales derechos Y si tienen la concepción de esos derechos, deben buscar la manera de hacer realidad esos derechos”.
Igualdad y políticas públicas

Consolidar el proceso democrático debe ser nuestro principal objetivo, y ello implica consolidar la igualdad  entre hombres y mujeres, la igualdad de género. La igualdad de oportunidades es un componente esencial de ese proceso democrático y de su desarrollo sustentable.

Así como no hay democracia sin desarrollo, no hay desarrollo sin igualdad. Si no se introduce igualdad de género en el desarrollo, se pone en peligro el desarrollo y también la democracia. Por eso las estrategias deben orientarse hacia la potenciación de la mujer y la erradicación de la desigualdad.

Mucho se ha avanzado en nuestro país en materia relativa a la igualdad de las mujeres desde que recuperamos la democracia en 1983. Divorcio, patria potestad compartida, fijación de común acuerdo del domicilio conyugal, la ley de cupo para las listas de candidatos, derogación del delito de adulterio del Código Penal, y Ley de Protección contra la Violencia Familiar; son algunas de las reformas de mayor trascendencia en el campo de los derechos de la mujer. 
En particular, cabe destacar la ratificación de nuestro país de instrumentos internacionales tales como la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer” -Convención de Belem do Pará- y la “Convención Sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer”. 
Un hito en la consecución de sus derechos ha sido la “IV Conferencia Mundial de la Mujer” -realizada en 1995- cuya plataforma de acción constituye uno de los instrumentos más avanzados en materia de igualdad de oportunidades y no-discriminación.

En la ciudad de Buenos Aires esta problemática mereció un tratamiento destacado en la Constitución de la Ciudad Autónoma -en 1997-, cuyo capítulo sobre igualdad entre varones y mujeres sienta las bases de una política comprometida con el logro de estos objetivos.

Podemos decir sin duda que, a partir de todos estos avances, la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres se ha consolidado como un principio fundamental del derecho y se impone la creación de mecanismos concretos para llevarlo a la práctica.

Expresaba Norberto Bobbio: “No se trata ya de consagrar o justificar derechos sino de protegerlos. No basta saber cuáles y cuantos son tales derechos, cuál es su naturaleza y su fundamento, y si son derechos naturales o históricos, absolutos o relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantizarlos e impedir que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean continuamente violados” (Norberto Bobbio: “El tiempo de los Derechos”).   

Desigualdad

Se deben abolir las ideas y prejuicios seculares sobre la contribución de las mujeres en la sociedad. No debe considerarse a las mujeres como las que se conforman con los restos, ya sea en el mercado laboral afectado por la crisis, ya sea en el ámbito de las responsabilidades privadas en la vida familiar y en su organización, ni como una reserva a la que recurrir cuando sea necesario o cuando haya espacio disponible. 
Existe notoria desigualdad entre mujeres y hombres respecto a sus oportunidades en todos los niveles de las actividades. Lo que ocurre en el mercado de trabajo y en el trato en el trabajo, así como en las labores profesionales, es un ejemplo de ello. Las mujeres deben obtener la igualdad de derechos en las actividades laborales y profesionales para lograr la independencia económica, ya que la experiencia demuestra claramente que la dependencia ocasiona, con demasiada frecuencia, una mayor desventaja para los sectores de la sociedad más vulnerables.

Deben modificarse los roles que tradicionalmente ha asignado la sociedad para cada sexo en el desarrollo de actividades ya que ello, sumado al no ejercicio de los derechos, genera desigualdades notorias para ambos géneros. Tales son los casos de la limitada presencia de mujeres en los sectores técnicos y científicos, así como la escasa participación de los hombres en los ámbitos de la asistencia social y la educación, predominantemente femeninos. La división en el mercado laboral en función de los sexos debe ser modificada. Los efectos negativos de la desigualdad que sufren las mujeres en el mercado de trabajo, no puede resolverse sólo a través de las políticas sociales; es necesaria su integración plena en el mismo con el objetivo de lograr la igualdad de oportunidades y la igualdad de derechos.           

En el mejor de los casos, los beneficios sociales sólo se han concedido a las mujeres -que constituyen más de la mitad de la población- sobre el papel, pero ciertamente no en la práctica. No debe permitirse que las consideraciones sobre los valores culturales y las tradiciones, las rígidas estructuras sociales o las exigencias de la competitividad obstaculicen el establecimiento, cumplimiento y adecuado seguimiento de la integración de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres en las políticas públicas.  
En los últimos treinta años, el papel de la mujer ha evolucionado en forma vertiginosa. Lejos quedaron los recursos interpuestos por las primeras mujeres que quisieron estudiar en nuestro país a nivel universitario, como Cecilia Grierson, lejos la lucha de las sufragistas como Julieta Lanteri, lejos la proscripción de la mujer a ser candidatas; derechos por los que tanto lucharon mujeres como Alicia Moreau, Elvira Rawson y Eva Duarte. Lejos quedó la reforma del Código Civil que puso fin a un trato legal para la mujer igual al de los niños. Nos parecen acontecimientos muy lejanos, pero por ejemplo esta última reforma data de sólo 40 años atrás.

En nuestro país y en muchos países del mundo, la participación creciente de la mujer en el ámbito económico y político, así como la transformación de la estructura familiar, plantean nuevas necesidades y exigencias a las que hay que responder.

Estos cambios deben afrontarse con mayor igualdad, porque no es posible que persista y se profundicen situaciones inaceptables como las desigualdades en la retribución entre hombres y mujeres, la discriminación en el acceso a mejores condiciones de trabajo y mayores responsabilidades, la segregación en el empleo, la alta tasa de desempleo femenino, la desigualdad en la inclusión de planes de trabajo temporarios y su posterior inserción en el mercado de trabajo, la maternidad abordada como una problemática individual y no social y la carga de la responsabilidad familiar sobre la mujer casi exclusivamente; la desigualdad en las asignaciones familiares y en la seguridad social, la mayor proporción de empleo irregular y precario en una sociedad cada vez más empobrecida, la prostitución, la violencia familiar y los ataques a la dignidad de las mujeres, la falta de atención a la salud reproductiva y el desconocimiento de los derechos reproductivos y sexuales, y la falta de respuestas efectivas para exigir el cumplimiento de derechos como en el caso de alimentos.

Ni siquiera el acceso a una educación superior significa para la mujer respeto al derecho de igualdad. En efecto, muchos análisis han demostrado que: a) Para acceder al mismo lugar de trabajo se exige a las mujeres mayor formación educativa que a los varones; b) Cualquiera sea el nivel alcanzado por las mujeres, éstas siempre presentan menores probabilidades de acceder a los status más altos a los que llegan varones de educación equivalente; y c) En el sector público nacional la mayoría de las mujeres, aún aquellas con nivel educativo universitario, se desempeñan en puestos de menor nivel y tienen menos  posibilidades de ascenso que los varones. (“Mujeres, trabajos y representaciones en la Argentina del Siglo XX”, Conf. de Marcela M. A. Nari, Revista Trabajo y Seguridad Social)
En suma, la mayor parte de las mujeres quedan relegadas a unas pocas actividades dentro de la Población Económicamente Activa (PEA) global de cada una de las ramas de la producción, de los sectores en el interior de cada rama e, incluso, de las empresas que conforman cada sector. Esta segregación es tanto vertical, cuando se verifica una menor presencia de mujeres a medida que aumenta la jerarquía de los puestos, cuanto horizontal, cuando se construyen ocupaciones femeninas  y masculinas.

Esta realidad coexiste con la sanción de las normas más adelantadas en la materia, incorporadas a nuestra legislación, lo que debe dar impulso a su modificación. Esta legislación internacional, impulsada por muchos países avanzados en la lucha contra la discriminación, opera como un elemento determinante del avance de nuestro propio derecho y de nuestra lucha contra la discriminación.

Tratados internacionales, como el “Convenio III” de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), en el estricto ámbito laboral, o la muy importante serie de convenios elaborados en el seno de Naciones Unidas para la  eliminación de todas las formas de discriminación por raza o por sexo (1979), por ejemplo, apuntan conceptos como los de discriminación directa e indirecta y soluciones consistentes en la adopción de medidas positivas antidiscriminatorias, que han permitido avanzar al conjunto de los países por caminos muy complejos, y que solo se consolidaron en algunas experiencias nacionales tras décadas de evolución. Lejos de constituirse en un mínimo de regulación, la normativa internacional se ha erigido en un elemento determinante del avance en la lucha contra la discriminación.

Como destaca Pérez del Río, las medidas adoptadas por los países en la lucha contra la discriminación han tenido predominantemente una orientación defensiva, exigiéndose un esfuerzo suplementario para implementar medidas de acción positiva. Primero para extender la convicción de su necesidad, y luego para hacerlas efectivas. (“Aproximación general a la discriminación como conducta y como situación social”, Conf. de Teresa Pérez del Río- Fernando López del Rey,  Rev. Trabajo y Seguridad Social).
Estas acciones positivas son un aspecto fundamental en la lucha contra la discriminación en razón de sexo. Favorecer a la mujer con acciones positivas, que consagran desigualdades a su favor, no es más que un mecanismo de estricta justicia, en la medida que, con estas acciones, lo que se busca es crear una herramienta que contrapese la desigualdad de la realidad. Se parte de la intervención de la norma para igualar posiciones desiguales de las partes de la relación, ya sea política, laboral, social o económica.

Se deben encarar estudios específicos sobre cuestiones económicas, sociales y jurídicas relacionadas con la igualdad de oportunidades, así como desarrollar acciones para la superación de las desigualdades. 

Desarrollo Humano y Género

En coincidencia con lo que tantas veces denunciara el Dr. Alfredo Palacios, en el sentido que “la riqueza de un país debe medirse por el desarrollo humano y no por el desarrollo de sus vacas”; a nivel internacional se elaboraron y comenzaron a utilizarse, además de los referidos al Producto Bruto Interno (PBI) y el ingreso per cápita, otros más específicos y realmente representativos del desarrollo a nivel individual. El Índice de Desarrollo Humano ha sido un avance en ese sentido.     

Desde hace algunos años, para la elaboración del Informe Sobre Desarrollo Humano, las Naciones Unidas aplican también el Índice de Desarrollo relativo al Género. El mismo mide los logros en similares dimensiones y variables que el Índice de Desarrollo Humano, pero toma en cuenta la desigualdad del logro entre mujeres y hombres.

El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género es el Índice de Desarrollo Humano ajustado en función de la desigualdad en la condición de hombres y mujeres. Cuanto mayor es la disparidad en la capacidad básica de las mujeres, tanto más bajo será en un país el primero de estos indicadores respecto del segundo. 

Otro indicador que ha comenzado a utilizarse es el Índice de Potenciación de la Mujer, el cual mide si las mujeres están en condiciones de participar activamente en la vida política y económica, así como en la toma de decisiones. Mientras que el Índice de Desarrollo Humano relativo al Género se refiere a la ampliación de las capacidades, el anteriormente citado se centra en la utilización de esas capacidades para aprovechar las oportunidades de la vida.        
Según datos del “Informe de Desarrollo Humano 2005”, el Índice de Desarrollo Humano (IDH), es el índice compuesto que mide el promedio de los avances de desarrollo humano en las tres dimensiones básicas del desarrollo que lo componen: a) Vida larga y saludable, medida a través de la esperanza de vida al nacer, b) Conocimientos y educación, medida a través de la tasa de alfabetización de adultos y la tasa bruta combinada de matriculación en primaria, secundaria y terciaria, y 3) Nivel de vida digno, medido a través del PIB per cápita (PPA en US$)

El Índice de Desarrollo Humano relativo al Género (IDG), es el indicador que ajusta el progreso medio de desarrollo humano para que refleje las desigualdades entre mujeres y hombres en los siguientes aspectos: a) Vida larga y saludable, según la esperanza de vida al nacer, b) Educación según la tasa de alfabetización de adultos y la tasa bruta combinada de matriculación en primaria, secundaria y terciaria, y c) Nivel de vida digno, medido según el cálculo de los ingresos percibidos.

El: Índice de Potenciación de Género (IPG) se refiriere a las oportunidades de la mujer y refleja las desigualdades de género en tres ámbitos: a) Participación política y poder de decisión, medidos en función de la proporción porcentual de hombres y mujeres que ocupan escaños parlamentarios; b) Participación económica y poder de decisión, medidos según la participación porcentual de hombres de hombres y mujeres en cargos legisladores, altos funcionarios y directivos y participación de mujeres y hombres en puestos profesionales y técnicos; y c) Poder sobre los recursos económicos, medidos según la estimación de los ingresos percibidos por mujeres y hombres.

Según el “Reporte sobre Desarrollo Humano 2007-2008”, publicado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Islandia es el país del mundo mejor posicionado en relación al IDH, seguido por Noruega, Australia, Canadá, Irlanda, Suecia, Suiza, Japón, Holanda y Francia. Las naciones de América Latina mejor ubicadas son: Argentina en el puesto 28, Chile ene. 40 y Uruguay en el 45  

Con respecto al IPG, los países del mundo mejor posicionados son: Islandia, Australia, Noruega, Canadá, Irlanda, Suecia, Holanda, Francia y Finlandia. En cuanto a América Latina: Argentina se ubica en el puesto 36 (descendió 2 lugares con relación al año 2003), Chile 40 y Uruguay 45; sobre un total de 146 países. 

De esta realidad se pueden extraer varias conclusiones. En principio, en los países que tienen mayor desarrollo humano a nivel nacional, las mujeres tienden a tener mejor situación social, debiéndose destacar que ningún país de la tierra trata a sus mujeres tan bien como a sus hombres, existiendo desigualdades respecto a sus condiciones. Ello se verifica, ya que en todas las naciones el Índice de Desarrollo relativo al Género es inferior al Índice de Desarrollo Humano. Asimismo, se debe señalar que los países con mayor índice de desigualdad de género poseen los mayores índices de pobreza humana. 
Estos indicadores de la situación social de la mujer demuestran que luchar por la igualdad de género es luchar por consolidar la democracia, por erradicar la pobreza, por mejorar la calidad de vida y el desarrollo humano de toda la sociedad.

El respeto de la dignidad humana, la participación plena y completa, en pie de igualdad, de las mujeres en la vida política, económica, social y cultural, así como en los procesos de decisión, son exigencias fundamentales de la democracia.

Lineamientos a nivel internacional
Los tratados internacionales han avanzado, desde la declaración genérica del reconocimiento a la igualdad con el objeto de garantizar el goce igual de los derechos reconocidos con independencia de las condiciones objetivas del sujeto que pretende disfrutarlos, hacia una prohibición expresa de discriminar, configurando la propia prohibición de discriminación la razón de ser de la norma. Una tercera generación de directivas internacionales, en las que la prohibición de discriminación tiene un alcance específico y donde el ámbito laboral resulta especialmente involucrado, avanza hacia la implementación de acciones positivas.

En diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó y proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La Convención establece que todas las personas, sin distinción de raza, color, sexo, idioma, opinión política, origen social o nacional, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, tienen derecho a disfrutar de todos los derechos y libertades recogidos en la Declaración. 
La “Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, organizada por el Comité Para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW)”, fue el fruto de un trabajo de varios años, realizado por la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, comisión creada en 1946 por la ONU, que tomó como base la “Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer”, de Naciones Unidas. La preparación de la convención comenzó en 1974 y, finalmente, la Asamblea General de Naciones Unidas la aprobó el 19 de diciembre de 1979, entrando en vigor en septiembre de 1981. Condena la discriminación contra la mujer en todas sus formas y obliga a los Estados miembros a adoptar políticas y medidas encaminadas a eliminar la discriminación y asegurar la igualdad de derechos respecto al hombre en todos los campos: educación, empleo, remuneración, seguridad social, matrimonio y maternidad, cuidado de la salud e igualdad ante la ley.

En 2008 se cumplen 29 años de la firma de la Convención. Este documento es un instrumento indispensable para poder plasmar en la realidad los principios que hacen a su contenido, tarea solo posible con acciones concretas de los gobiernos y  de la sociedad toda.

La mayoría de los Estados Partes de Naciones Unidas han ratificado esta Convención, aunque algunos han planteado reservas sobre partes o conceptos de la misma, siendo éstas de carácter no obligatorio para ellos. Cabe destacar que esta Convención es la que más reservas recibió por parte de los Estados.

Argentina la ratifica en 1985, a través de la Ley 23179. En 1994, luego de la reforma constitucional, es incorporada a la Constitución, a través del artículo 75, inciso 22, alcanzando de esta manera jerarquía constitucional.

En la primera parte de la Convención, que consta de 16 artículos, se define lo que se entiende por discriminación y se  enumeran una serie de espacios o situaciones donde la mujer es discriminada: política, economía, trabajo, educación, salud y otros.

El contenido de la convención más que definir los derechos de la mujer, gira alrededor de dos conceptos: igualdad entre los sexos como objetivo básico y la necesidad de eliminar la discriminación como meta final.
La Convención exige a los Estados que tomen las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todas las esferas de la vida, pública o privada. Para ello, los Estados deben: a) Abolir normas discriminatorias, b) Modificar aquellas leyes que no se ajusten a la Convención, y c) Dictar nuevas leyes y tomar medidas concretas que ayuden a obtener la igualdad.

En el artículo 1º se explica que se entiende por discriminación, aclarándose que significa: “Toda distinción, exclusión o restricción, basada en el sexo, que tenga por objeto o por resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. O sea que se reconocen dos formas de discriminación: los actos que tienen por objeto discriminar a las mujeres, y los actos que aunque no tengan ese objeto resultan en una discriminación -a ésta última se la llama discriminación por resultado-.

En el artículo 2º se plantean las medidas que los Estados deben tomar para eliminar la discriminación contra la mujer: Las mismas comprenden desde las reformas constitucionales, políticas, judiciales -o sea, actos del Estado-, hasta la vigilancia y medidas para eliminar la discriminación contra la mujer realizada por personas, organizaciones o empresas. Además de las leyes y reglamentos, plantea que se debe modificar los usos y costumbres que pongan a la mujer en situación discriminatoria. Ello requiere algo más que el dictado de normas, porque implica la realización de campañas y planes de igualdad, propaganda en los medios de comunicación, cambio del contenido de los planes de enseñanza, etc.

En el artículo 3º, al exigir al gobierno que tome las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, obliga al Estado a derogar las leyes y prácticas que tengan consecuencias negativas para la mujer a pesar de ser aparentemente neutrales.

En el artículo 4º se propone que el Estado adopte “medidas de acción positiva”, o sea, medidas especiales de carácter temporal, encaminadas a acelerar la igualdad de hecho entre el hombre y la mujer. Se aclaran que estas medidas no son consideradas discriminatorias.

Cada Estado debe presentar periódicamente informes, indicando qué medidas ha tomado para eliminar la discriminación contra al mujer en las distintas áreas contempladas por la Convención.

En junio de 1998 se aprobó la Declaración de la OIT relativa a los “Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo y su Seguimiento”. Esta Declaración fue adoptada por los Estados miembros ese mismo año, y en ella se reafirma que hombres y mujeres tienen los mismos derechos fundamentales –a libertad de asociación y negociación colectiva, libertad de trabajo forzado u obligatorio y no discriminación en materia de empleo y protección-. La Declaración reconoce que estos derechos son universales y se aplican a todas las personas en todos los Estados y hace mención especial a la protección de las personas con necesidades especiales, como desempleados y migrantes.

En la Conferencia Mundial sobre Población y Desarrollo, celebrada en El Cairo en 1994, los 179 países participantes acordaron un Programa de Acción para los siguientes 20 años en el que se reconoce la necesidad de empoderar a las mujeres, tanto como un objetivo en sí mismo como un elemento clave para mejorar la calidad de vida de todas las personas. El seguimiento de la Declaración  y el Programa de Acción se efectuó en junio de 2004 (Cairo + 5)  y en octubre de 2004 (Cairo + 10). 
Entre los días 4 al 15 de setiembre de 1995, se desarrolló en Beijing (China) la IV Conferencia Mundial de Naciones Unidas para la Mujer “Igualdad, desarrollo y paz”, en la cual los países participantes acordaron promover los objetivos de igualdad, desarrollo y paz para todas las mujeres del mundo, en interés de toda la humanidad.
La misma concluyó con la firma un documento: la Plataforma de Acción de Beijing, que es el plan de acción mas completo producido por una Conferencia de Naciones Unidas con relación a los Derechos de las Mujeres, ya que refuerza lo logrado en Conferencias y Tratados anteriores, entre otros, la Declaración  Universal de los Derechos Humanos, la Declaración de Viena, y la Convención de la Mujer.

La Plataforma de Acción plantea una serie de medidas que deberían tomar los gobiernos, la sociedad civil y las organizaciones internacionales, para eliminar las causas de la discriminación  que existen en cada sociedad e impulsar el avance de las mujeres hacia la igualdad.

Paralelamente al avance normativo internacional, la IV Conferencia Mundial sobre las Mujeres dio un fuerte impulso a la igualdad. La detallada plataforma para la acción aprobada, incluye doce ámbitos de interés fundamentales, proporcionando un instrumento para fomentar el progreso de las mujeres. Los temas prioritarios se ampliaron de la esfera económica a los derechos humanos, señalando una nueva dimensión de los problemas de las mujeres.

La Conferencia hizo hincapié en la necesidad de integrar una perspectiva de igualdad entre los sexos en todas las políticas y programas, esto significa incorporar la dimensión de la igualdad de género en forma transversal en todas las acciones y políticas.

En septiembre del año 2000, se aprobó la “Declaración del Milenio”, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas y en la cual se  establece como uno de sus objetivos promover la igualdad entre los sexos y la autonomía de la mujer como medios eficaces de combatir la pobreza, el hambre y las enfermedades, y de estimular un desarrollo verdaderamente sostenible. Los Estados miembros se comprometen a adoptar medidas para garantizar el respeto y la protección de los derechos humanos de los migrantes, los trabajadores migrantes y sus familias, eliminar los actos de racismo y xenofobia cada vez más frecuentes en muchas sociedades y promover una mayor armonía y tolerancia en todas las sociedades.

En la Sesión Extraordinaria de la Asamblea General de la ONU, que bajo el nombre “Mujeres 2000: Igualdad de género, desarrollo y paz para el siglo XXI”, se celebró en la ciudad de Nueva York en el mes de junio de 2000, se revisó y evaluó el progreso en la implementación de la Plataforma de Acción de Beijing. En la Declaración Final, conocida como “Beijing + 5”, se urgió a los gobiernos, organizaciones regionales e internacionales, incluyendo el Sistema de las Naciones Unidas e instituciones financieras internacionales, y otros actores, a promover y proteger los derechos humanos de todas las mujeres migrantes y aplicar políticas que atiendan a las necesidades específicas de las mujeres migrantes documentadas y, cuando sea necesario, resuelvan las desigualdades existentes con los hombres migrantes para garantizar la igualdad de género.

Los gobiernos reunidos aprobaron un documento en el que reafirmaron su empeño en la consecución de metas y objetivos contemplados en la Plataforma de Acción de Beijing. El documento final dedica un apartado a las medidas e iniciativas destinadas a superar los obstáculos y lograr la aplicación plena y acelerada de la misma.

En el año 2005 la ONU organizó a través de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, una reunión internacional denominada “Beijing + 10”, con el objeto de proceder a una revisión y evaluación de la implementación de la Declaración y de la Plataforma de Acción de Beijing.
La revisión se centró en la implementación a nivel nacional y la identificación de logros, brechas y desafíos. Esta revisión tiene el objetivo de proporcionar una indicación de las áreas donde es más urgente llevar a cabo iniciativas, en el marco de la Plataforma de Acción y los resultados de la sesión especial (Beijing+5).
Desde la primera Conferencia Mundial de la Mujer en 1975, la igualdad de género, el desarrollo y la paz han sido reconocidos como componentes clave del desarrollo sostenible y la plena realización de los derechos humanos. Las Conferencias posteriores, como Copenhague (1980), Nairobi (1985), y Beijing (1995), y el décimo aniversario de Beijing (2005), han mostrado tanto resultados positivos como obstáculos persistentes para lograr la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres.
Se deben tener en cuenta las diversas convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer.

La carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres; 

La Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna, y, por ende, sin distinción de sexo. 

Los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos tienen obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos.

Numerosas resoluciones, declaraciones y recomendaciones han sido aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la igualdad entre el hombre y la mujer. A pesar de estos diversos instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones.
Programas desarrollados
“Las sociedades solo alcanzan verdadera madurez democrática cuando nadie se siente ajeno, extraño, marginado, cuando ser mujer no significa ni renuncias forzadas ni frustrantes sentimientos de culpabilidad, que acaban reproduciendo comportamientos e injustos y destruyen las herramientas individuales o colectivas que pudieran impedirlo. Estoy convencido de que las sociedades solo alcanzan una verdadera grandeza democrática cuando los hombres y las mujeres que las forman y las hacen mejor cada día son iguales. Por eso la aprobación de la Ley de Igualdad debe ser una celebración” (José Luis Rodríguez Zapatero, Presidente del Gobierno de España. Intervención ante el Congreso de los Diputados el 15 de marzo de 2007).  
Los países europeos están entre los que más han avanzado en materia de derecho a la igualdad en planes o programas, orientando sus experiencias en tal sentido. Se encuentran implementando este criterio integrador, que conlleva un esfuerzo para coordinar con coherencia, las acciones a llevarse a cabo en las distintas áreas donde el denominador común de la igualdad de oportunidades atraviesa transversalmente todas las medidas, acciones y políticas.

La Unión Europea hace del principio igualdad una de sus misiones prioritarias, luchando contra la discriminación y definiendo acciones positivas. En el Parlamento Europeo las mujeres socialistas han tenido un rol protagónico comprometiéndose a hacer realidad dichos derechos sociales, económicos y políticos: “Las mujeres socialistas apoyan que la igualdad de oportunidades pasa por la individualización de los derechos y deberes, en particular en los sectores fiscal, jurídico y social”. (Grupo Parlamentario del Partido de los Socialistas Europeos).

La UE creó una Comisión especial cuyo objeto es “Integrar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en el conjunto de las políticas y acciones comunitarias”, concepto incorporado a partir del “3º Programa de Acción” en 1990. Este planteamiento político positivo se desarrolló posteriormente como una estrategia con medios concretos.   

Es así que en la Unión Europea ya se llevan implementados una serie de programas de acción, encontrándose actualmente en desarrollo el “5º Programa de Acción Comunitaria a Medio Plazo para la Igualdad de Oportunidades entre Hombres y Mujeres (2006/2010)”. Estos programas se enmarcan en los objetivos trazados por el Consejo Europeo -el más alto nivel de la Unión Europea- que ha reconocido que el fomento de la igualdad de oportunidades es, junto con la lucha contra el desempleo, una tarea fundamental de la Unión. Como consecuencia de su interés en este ámbito, el Parlamento Europeo ha instado y movilizado intensamente a dichos países para que aumenten y amplíen su actuación y su  campo de intervención. Asimismo, el Comité Económico y Social ha alentado activamente a la Unión a ampliar y profundizar la promoción de la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres.

La Comisión Europea, que eleva los programas de acción para su aprobación al Consejo, persigue aumentar y ampliar su papel impulsor y de movilización, sobre todo mediante el fomento del derecho a la igualdad, el apoyo y la difusión de buenas prácticas y buenas políticas, y mediante el fomento de debates, incluso sobre temas sensibles y difíciles. Es así que la Comisión propuso que el 4º Programa “constituya un marco de acción y de referencia que fomente la interacción y la cooperación a todos los niveles (nacional, regional, local y comunitario), y en todos los ámbitos para integrar la dimensión de igualdad de oportunidades en la elaboración, aplicación y seguimiento de todas las políticas y programas comunitarios y nacionales pertinentes”. (“Introducción al 4º Programa de Acción Comunitaria a Medio Plazo para la Igualdad de Oportunidades -1996/2000-”, Comisión Europea 22-12-95).
El Quinto programa de acción comunitaria para la igualdad de oportunidades (2001-2006) tiene por objetivo promover la igualdad entre hombres y mujeres, en particular mediante la asistencia y el apoyo a la estrategia marco comunitaria. Para ello, el programa coordina, apoya y financia la aplicación de proyectos transnacionales. Es uno de los instrumentos necesarios para la puesta en práctica de la estrategia marco global comunitaria en materia de igualdad entre mujeres y hombres, adoptada por la Comisión en junio de 2000. Este programa es la continuación de los programas tercero y cuarto para la igualdad de oportunidades que abarcaban respectivamente los periodos 1991-1995 y 1996-2000. 
Los objetivos del programa son los siguientes: a) promover y difundir los valores y prácticas en los que se basa la igualdad entre mujeres y hombres, b) mejorar la comprensión de las cuestiones relacionadas con la igualdad entre mujeres y hombres, incluida la discriminación directa e indirecta basada en el sexo así como la discriminación múltiple contra las mujeres, y c) potenciar la capacidad de los agentes sociales para promover eficazmente la igualdad entre mujeres y hombres, en particular fomentando el intercambio de información y buenas prácticas y el establecimiento de redes a nivel comunitario. 
A fin de lograr los objetivos mencionados, el programa apoya la realización de las siguientes acciones a) la sensibilización ante la problemática de la igualdad de oportunidades, dando publicidad a los resultados del programa mediante publicaciones, campañas y actos varios, b) el análisis de los factores y políticas relacionados con la igualdad entre mujeres y hombres, mediante la recopilación de estadísticas, la realización de estudios, la evaluación del impacto en función del sexo, el empleo de instrumentos y mecanismos, la elaboración de indicadores y la difusión real de los resultados; también se incluye la supervisión de la aplicación y ejecución de la legislación comunitaria en materia de igualdad entre hombres y mujeres, con el fin de evaluar su impacto y eficacia, c) la cooperación transnacional entre los diversos agentes sociales, mediante la promoción del trabajo en redes y del intercambio de experiencias a escala comunitaria. 

El “Plan de Trabajo para la Igualdad entre las Mujeres y los Hombres (2006-2010)” tiene por objetivo hacer avanzar el programa para la igualdad entre hombres y mujeres. Es la continuación de la estrategia marco sobre la igualdad entre hombres y mujeres (2001-2005), de la cual hace balance, incrementando las actividades existentes y proponiendo otras nuevas. En el Plan de Trabajo se definen seis áreas prioritarias con objetivos y acciones clave para cada una de ellas, que puedan contribuir a facilitar su realización. Iría seguido de un informe sobre el estado de aplicación en 2008 y de una evaluación acompañada de una propuesta de seguimiento en 2010. En síntesis, las áreas de actuación serán: independencia económica para las mujeres y los hombres; la conciliación de la vida privada y la actividad profesional; la misma representación en la toma de decisiones; la erradicación de todas las formas de violencia de género; la eliminación de los estereotipos sexistas, y la promoción de la igualdad de género en la política exterior y de desarrollo. 

Rol del Estado

Como se ha indicado, diversos Tratados y Convenciones internacionales y, particularmente, la Declaración de Beijing y la Plataforma de Acción, establecen los compromisos de los países firmantes –entre ellos el nuestro- para aplicar sus disposiciones. Se deben implementar sus contenidos en cada país, existiendo un seguimiento de su cumplimiento. De la Plataforma de Acción surge que el cambio del papel de las mujeres en la sociedad lleva consigo una transformación de la propia sociedad. Se parte de considerar que el tratamiento de los problemas de las mujeres tiene que ser incorporado a las políticas generales diseñadas por los gobiernos, como uno de los ejes de las políticas de cambio y modernización. 

La perspectiva adoptada en los documentos de la ONU en relación a las desigualdades genéricas, es la de los derechos humanos dentro de una concepción que considera que no se puede buscar el ejercicio de los derechos individuales si no existen las condiciones para ejercerlos. Reclama un rol activo del Estado en poner fin a las desigualdades entre mujeres y hombres en base al criterio de la igualdad de oportunidades y resultados. Plantea como instrumento la acción afirmativa o la discriminación positiva.   
Resulta imprescindible impulsar la plena vigencia del derecho a la igualdad de oportunidades, reafirmándose asimismo la responsabilidad que le cabe al Estado de contrarrestar los mecanismos que producen las mencionadas desigualdades, las que operan en la familia, en el mercado, en las instituciones, en la cultura y en los distintos niveles mismos de la administración estatal.

La desigualdad entre las condiciones de vida de varones y mujeres en todas las clases sociales configura un orden social injusto, llamado también sistema de género. Es imprescindible modificar ese sistema de ideas que asigna roles estereotipados y jerarquías a la diferencia biológica entre los sexos, porque la diferencia no tiene por qué ser entendida como desigualdad.

En la década de los noventa se han desarrollado una gran variedad de experiencias en muchos países en las que, no obstante su diversidad, existe una preocupación compartida por incorporar, legitimar e institucionalizar el enfoque de equidad de género en el  Estado, entendiendo que dicho enfoque es una condición necesaria para avanzar sustantivamente en la democracia y en el desarrollo económico con equidad. 

Las  estrategias utilizadas son múltiples y variadas, pero en todas ellas el punto de partida para hacer visible las desigualdades de género ha sido la producción de conocimientos; esto es la evidencia empírica, el diagnóstico y el análisis de los datos que señalan en forma incuestionable la discriminación de las mujeres. A partir de ahí surgen propuestas y de allí las negociaciones, coordinaciones con los organismos pertinentes, para llegar a proponer y ejecutar acciones concretas que tiendan a la solución de los problemas.

En Argentina, los derechos ciudadanos conquistados por las mujeres son en muchos casos sólo formales, y su concreción requiere de una lucha y explicitación permanentes. Se requiere voluntad política para avanzar en la concreción de estos derechos, dando prioridad a la igualdad de oportunidades. 
Desde el socialismo, impulsamos la equidad de género en todas las políticas públicas y la lucha por remover los obstáculos que limitan la autonomía de las mujeres y las posibilidades de desarrollo personal a mujeres y varones. Los planes de igualdad y medidas de acción positiva constituyen un instrumento válido para lograr una mayor equiparación entre los géneros. Planes de este tipo ya se han desarrollado –promovidos por representantes de esta fuerza- en las ciudades de Rosario, Buenos Aires y Mar del Plata. 
Si bien, medidas de acción positivas han sido incorporadas a la legislación nacional, provincial y municipal, no es fácil introducir cambios y promover la integralidad y coordinación intersectorial en estructuras estatales acostumbradas a trabajar sectorialmente. 
A comienzos de la presente década, la vicepresidenta de la Internacional Socialista de Mujeres (ISM), María del Carmen Viñas, afirmaba: “Las acciones pasan a permear al Estado, en el convencimiento de que esto no es sólo un tema de las mujeres sino del país. La equidad de género debería ser un componente siempre a la vista de sus máximas autoridades y de los responsables de diagnosticar, diseñar y ejecutar políticas públicas; es decir, debe convertirse en un criterio orientador de todas las políticas. Sin embargo por ahora es una dimensión a considerar, a veces lograda y la mayoría de las veces no.

Esto lleva a la necesidad de continuar promoviendo y difundiendo al interior del Estado, medidas tales como la desagregación por sexo en las estadísticas; el mejoramiento de la calidad y capacidad de la gestión pública, la concientización y capacitación de los funcionarios y la incorporación de medidas concretas como la implementación de la cuota en los cargos ejecutivos y jerárquicos de las administraciones. En síntesis, la incorporación del enfoque de género en el Estado implica intervenir activamente en los procesos de reforma y modernización del mismo” (María del Carmen Viñas,”El Municipio y la Igualdad de Oportunidades”).
Un organismo de máxima jerarquía institucional, por ejemplo de nivel ministerial, debe ser responsable de que las políticas públicas correspondientes a las distintas área y niveles del gobierno sean diseñadas y ejecutadas con una perspectiva de género y debe asumir la tarea del seguimiento y monitoreo de dichas políticas.

En definitiva de lo que se trata es de: a) Reafirmar la responsabilidad que le cabe al Estado de contrarrestar los mecanismos que producen las desigualdades entre mujeres y  varones, que operan en la familia, en el mercado, en las instituciones y en la cultura; y b) Actuar en las distintas dimensiones de la desigualdad entre mujeres y varones, y por ende, en los distintos niveles de actuación del Estado.

En el ámbito de las políticas públicas, las medidas hacia la mujer se concentran sólo en el campo de las políticas sociales. Sin desestimar la urgente necesidad de continuar promoviendo acciones en este ámbito nos parece que la mejor forma de avanzar hacia una real transformación del orden de genero vigente, es insistir en un abordaje que incluya tanto políticas sociales como las de desarrollo económico y fomento productivo y en especial, las relativas al acceso a las decisiones políticas.

La dinámica social, económica, política y cultural ha cambiado profundamente en los últimos tiempos. Producto de estos cambios surgen nuevas necesidades y se viabilizan viejos problemas que nunca antes fueron objeto de políticas públicas como es el caso de los temas asociados al medio ambiente, a los derechos humanos, al acceso a la justicia, a la vida cotidiana, a las familias y a la igualdad entre hombres y mujeres. Estos temas llevan necesariamente a modificar la forma de organización de la acción pública para enfrentarlos eficazmente.

El Estado es el máximo responsable en lograr que la igualdad de oportunidades y la igualdad de derechos no sean una simple y reiterada declamación, y se constituyan en logros concretos para un desarrollo más justo de la sociedad.    .           

La garantía de derechos
Tanto la Constitución Nacional como la de la Provincia de Buenos, han incorporado el derecho de las mujeres a no ser discriminadas y a la igualdad de oportunidades. En el primero de los casos por adhesión a tratados internacionales, mientras que en el segundo por reforma y actualización de sus contenidos.  

La Constitución Nacional, a través de su artículo 75 inciso 22 establece, entre las atribuciones del Congreso Nacional, la de aprobar o desechar tratados internacionales. En función de ello ha adquirido rango constitucional la “Convención sobre la Eliminación de Todas Formas de Discriminación contra la Mujer”, la misma fue adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, en su Resolución 34/180 del 18 de diciembre de 1979. En nuestro país fue ratificada por la Ley 23179 el 3 de junio de 1985, siendo incorporada en el año 1994, luego de la reforma constitucional.

La Constitución de la Provincial en su artículo 11 establece: “Los habitantes de la Provincia son iguales ante la ley y gozan de los derechos y garantías que establece la Constitución Nacional….y los que se expresan en esta Constitución. La Provincia no admite distinciones, discriminaciones, ni privilegios, por razones de sexo….Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualad de oportunidades la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social”.

Así mismo, en su articulo 36, la Constitución establece: “La Provincia promoverá la eliminación de los obstáculos económicos, sociales o de cualquier otra naturaleza, que afecten o impidan el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales. A tal fin reconoce los siguientes derechos sociales:…
4) De la Mujer: Toda mujer tiene derecho a no ser discriminada por su sexo, a la igualdad de oportunidades, a una protección especial durante los estados de embarazo y lactancia, y las condiciones laborales deben permitir el cumplimiento de su esencial función familiar. La Provincia promoverá políticas de asistencia a la madre sola sostén de hogar”. 

Superar la discriminación requiere, además del reconocimiento constitucional del derecho a la igualdad, la prescripción de medidas de acción positiva, entendidas como estrategias destinadas a corregir aquellas discriminaciones que son el resultado de prácticas culturales sustentadas en la dominación patriarcal de siglos.

Propuesta
El éxito de las políticas y las medidas destinadas a respaldar o reforzar la promoción  de la igualdad de género y la mejora de la condición de la mujer, debe basarse en la integración de una perspectiva de género en las políticas generales relacionadas con todas las esferas de la sociedad,

Afirmaba el Canciller alemán Willy Brandt: “Quien se toma en serio los derechos humanos, debe luchar por la total equiparación social de hombres y mujeres. Esta resulta igualmente inexcusable para aprovechar al máximo las oportunidades de progreso de la sociedad y hacer fructificar a favor de la humanización de nuestras sociedades los particulares valores, formas de pensar y experiencias que las mujeres aportan. Todas las sociedades se enfrentan a este desafío, las del norte, las del sur, las del este y las del oeste- aunque el camino a recorrer no vaya a ser igual de largo para todas”. 
La IV Conferencia Mundial sobre la Mujer que se desarrolló en Beijing en 1995 afirma en su plataforma de Acción que “el éxito de las políticas y de las medidas destinadas a respaldar o reforzar la promoción de la igualdad de género y la mejora de la condición de la mujer debe basarse en la integración de una perspectiva de género en las políticas generales relacionadas con todas las esferas de la sociedad, así como la aplicación de medidas positivas con ayuda institucional y financiera adecuada en todos los niveles”.

Debemos debatir sobre las características de estas políticas públicas con perspectivas de género. Las experiencias más recientes abordan  una cuestión esencial: el tiempo del que disponen las mujeres y el espacio que les pertenecen. Porque el tiempo es el recurso más escaso de las mujeres.

Una de las herramientas para desarrollar estas acciones, reside en la formulación de un plan concebido como un marco de implementación de las políticas destinadas a concretar la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres. Para la integración de este derecho en las políticas públicas, se considera necesario un diálogo permanente y activo con los encargados de la toma de decisiones en todos los ámbitos del Estado.

Se debe fomentar la integración de la igualdad de oportunidades entre los sexos en las políticas y adoptar medidas de acción positiva a favor de las mujeres en aquellos ámbitos donde éstas todavía estén desfavorecidas.    
En ese sentido, y en función de todos los antecedentes expuestos, hemos elaborado la presente iniciativa legislativa que procura establecer un “Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres” para la Provincia de Buenos Aires. El mismo tiene por objetivo el fomento de la dimensión de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, en la formulación, implementación y seguimiento de las políticas y acciones realizadas a nivel de nuestra Provincia.
Consideramos necesario sentar en el articulado de la ley los mecanismos para la elaboración, seguimiento y evaluación del Plan, sustentado en un criterio participativo que contenga los poderes del Estado y al rico movimiento de mujeres existente en nuestra provincia.

El texto que proponemos aborda los lineamientos que debe seguir el Plan en relación con sus objetivos, enuncia las atribuciones de la autoridad de aplicación  y específica fundamentalmente un accionar interactivo entre las áreas de gobierno. Potenciar la coordinación entre las medidas adoptadas por los diversos órganos encargados de implementar políticas, donde transversalmente se integre la perspectiva de género, es el resorte fundamental de la presente ley; innovando en el tradicional enfoque que ha caracterizado los planes de igualdad que se han intentado implementar, siempre sectorialmente y sin poder real de decisión en las áreas de gobierno involucradas, sin seguimiento, sin rendición de cuentas y por ende, sin una evaluación de sus resultados que posibilite seriamente ajustar sus acciones para consecución de los objetivos propuestos.

Proponemos fomentar la interacción y la cooperación a todos los niveles y en todos los ámbitos para integrar la dimensión de la igualdad de oportunidades en la elaboración, aplicación y seguimiento de todas las políticas y programas provinciales pertinentes.

La propuesta que formulamos tiene antecedente en planes similares que se encuentran en  ejecución en ciudades como Rosario, de los que hemos tomado fundamentos, referencias y la experiencia acumulada. 

Promovemos el compromiso de todas las áreas del Estado Provincial en esta nueva dimensión, que debe integrar entre los objetivos prioritarios del área de su competencia, a la igualdad de oportunidades. Se incorporará una perspectiva de género que deberá tener en cuenta las necesidades y los intereses de las mujeres. Ello facilitará, asimismo, la concentración de los recursos económicos, su seguimiento y la evaluación de los resultados.

Fomentamos la interacción y la cooperación a todos los niveles y en todos los ámbitos del Estado provincial para integrar la dimensión de la igualdad de oportunidades en la elaboración, aplicación y seguimiento de todas las políticas, así como revalorizar el ámbito bonaerense para la ejecución de las políticas públicas y favorecer la participación de las mujeres a escala  comunitaria.

Creemos firmemente que, imperiosamente, se debe legitimar e institucionalizar el enfoque de equidad de género en el Estado Provincial, entendiendo que dicho enfoque es una condición necesaria para avanzar sustantivamente en la democracia y en el desarrollo económico con equidad.

El Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres que estamos presentando en ésta H. Cámara tiene como objetivos particulares formular diagnósticos sistemáticos  de la condición de la mujer, como así también elaborar parámetros indicativos. 
Se deben encarar estudios específicos sobre cuestiones económicas, sociales y jurídicas relacionadas con la igualdad de oportunidades, así como elaborar planes para la superación de las desigualdades, reafirmando la responsabilidad del Estado de contrarrestar  los mecanismos que producen las mismas y operan en la familia, en el mercado, en las instituciones, en la cultura y en los distintos niveles de la propia administración estatal.

El Plan de Igualdad de Oportunidades es un proceso institucional y político, más allá que una serie de programas relacionados con la problemática de la mujer de las distintas áreas de gobierno. Se vincula a la equidad entre los géneros y la elaboración de programas, proyectos y acciones se deben adecuar en el tiempo, atendiendo a los cambios que se produzcan siendo su realización siendo, por lo tanto, una tarea continua.
Las redes de mujeres desempeñan importantes roles en todo lo referido al desarrollo. Un Plan como el propuesto, y los programas sociales en general, deben aprovechar el funcionamiento de estos roles, no tratando de cargar en los hombros nuevas responsabilidades, sino proveer más elementos de apoyo para sumarse a ellas, si aspiramos a una gestión gubernamental participativa hacia nuestra comunidad.

El gran desafío es imaginar e implementar las mejores estrategias para llevar adelante políticas capaces de contribuir a la inclusión social y al desarrollo personal.

Hemos considerado conveniente aprovechar la existencia de un organismo ampliamente participativo como es el Consejo Provincial de las Mujeres -creado por Decreto Nº 780/07- a efectos que se constituya como Órgano de Aplicación del Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres; ya que dicho Consejo tiene como objetivo “la promoción e implementación de políticas que contribuyan a la plena igualdad jurídica, social, económica, laboral, política y cultural entre los géneros”, según el artículo 2º de la norma de creación. De igual forma, se ha establecido que “promoverá la incorporación de la perspectiva de género en las políticas de gobierno, identificará espacios prioritarios de intervención y propondrá normativas y programas que signifiquen un adelanto para la mujer. Asimismo, realizará el seguimiento y la evaluación del impacto de las políticas públicas en el fortalecimiento del rol, la participación y el liderazgo de las mujeres” (art. 3º). 

Por otra parte, en su artículo 4º se establece su conformación: “con la participación de las siguientes integrantes en carácter de Consejeras: a) Una o más representantes por cada Ministerio y Secretaría de Estado del Gobierno Provincial, de la Asesoría General de Gobierno, de la Escribanía General de Gobierno y del Instituto Cultural, propuestas por la máxima autoridad del organismo al que pertenecieren y con rango no inferior al de Directora Provincial o equivalente. 
b) Una o más representantes de la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia propuestas por la máxima autoridad del organismo y con rango no inferior al de Directora Provincial o equivalente. c) Una o más representantes por el conjunto de los seis (6) restantes Organismos de la Constitución con rango no inferior al de Directora o equivalente (Honorable Junta Electoral, Tesorería General de la Provincia de Buenos Aires, Fiscalía de Estado, Honorable Tribunal de Cuentas, Contaduría General de la Provincia de Buenos Aires y Consejo de la  Magistratura de la Provincia de Buenos Aires).
Asimismo, serán invitadas a formar parte del Consejo en calidad de Consejeras: d) Las Diputadas de la Provincia de Buenos Aires. e) Las Senadoras de la Provincia de Buenos Aires. f) Una o más representantes del Poder Judicial de la Provincia propuesta por la Suprema Corte de Justicia. g) Una o más representantes del Ministerio Público, propuesta por la Procuración General de la Suprema Corte. h) Las Senadoras nacionales por la Provincia de Buenos Aires. i) Las Diputadas nacionales por la Provincia de Buenos Aires. j) Las referentes de los movimientos, organizaciones y redes sociales, políticas, y económicas con asiento en la Provincia, con antecedentes y actividad en defensa de los derechos humanos de las mujeres. k) Las referentes de los gremios reconocidos en la Provincia, que cuenten con áreas, espacios o programas referidos a la problemática de la mujer. l) Las representantes locales o regionales de los Departamentos Ejecutivos y de los Concejos Deliberantes de los Municipios de la Provincia a cargo de programas o actividades inherentes a la mujer

Planteamos en este proyecto de ley la realización de un diagnóstico de la situación de la mujer, el cual permitirá conocer la realidad a nivel de la comunidad, de grupos, personas o instituciones. Constituirá el nexo entre la investigación y la puesta en marcha de acciones. El diagnostico es una herramienta de trabajo, un medio para la gestión que debe ser realizado en colaboración con la gente para entender los cambios y procesos en su magnitud. Debe tenerse muy en cuenta que los problemas sociales no son solo porcentajes o cifras, se construyen socialmente y se relacionan con la forma en que una sociedad piensa y se representa asimismo.

Elaborar un diagnostico participativo es trabajar directamente con las mujeres, con las diferentes instituciones, universidades, medios de comunicación. Es un proyecto de construcción colectiva, esto implica que la comunidad en su conjunto y la opinión pública confronten lo planificado con la misma realidad, lo cual llevará a replantear y reformular la política pública.

La realización del diagnostico permitirá presentar una descripción de la situación social de la mujer en la Provincia de Buenos Aires. Para ello se deberá realizar un análisis conjunto de los diversos aspectos intervinientes, posibilitando así un panorama que permita la formulación de propuestas integrales para la igualdad de

Oportunidades.
Para la concreción del informe serán de gran utilidad los datos y estadísticas provenientes de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) y del Censo de Población y Vivienda, entre otras investigaciones realizadas por el INDEC; así como diversos estudios realizados por especialistas, universidades, instituciones y entidades vinculadas con la problemática.

Será conveniente la realización de encuestas que permitirán indagar acerca de la realidad que viven las mujeres y su propia percepción de la situación de las mujeres en general y de la suya en particular.

Para la formulación de los programas que constituirán el Plan de Igualdad de Oportunidades será conveniente la realización de talleres de diagnostico y de capacitación tanto para los representantes de las diversas áreas del Estado Provincial y de los Estados municipales como de las organizaciones sociales de la Provincia, participantes del Plan. Entre las organizaciones no gubernamentales convocadas, se contará no solo con entidades  relacionadas con la temática de género, sino también con aquellas de carácter político, sindical, religioso, educativo, profesional y de desarrollo productivo, entre otras vinculadas con la problemática de las mujeres.
Se deberá elaborar un catálogo de indicadores y criterios para la formulación, aplicación y evaluación de los objetivos y de resultados de la igualdad. La eficacia de la aplicación de las políticas de igualdad de oportunidades, depende de la existencia de elementos estadísticos a todos los niveles de intervención.
Cabe mencionar que el criterio de integración de la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres no se limita a las políticas públicas implementadas por el Poder Ejecutivo, sino que es de aplicación también en el Poder Judicial y en el Poder Legislativo; en este último en la formulación de las propuestas legislativas.

Conclusiones 
Dice Norberto Bobbio: “Nunca como en nuestra época se han puesto en tela de juicio las tres fuentes principales de desigualdad, la clase, la raza y el sexo. La gradual equiparación de las mujeres a los hombres, primero en la pequeña sociedad familiar, luego en la más grande  sociedad civil y política, es uno de los signos más certeros del imparable camino del género humano hacia la igualdad”. (“Derecha e Izquierda”, 1995).

Estamos convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y la causa de la paz;

Debemos estar resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones;

Así como se deben encarar estudios específicos sobre cuestiones económicas, sociales y jurídicas relacionadas con la igualdad de oportunidades, se deben desarrollar acciones para la superación de las desigualdades. 

Resulta imprescindible impulsar la plena vigencia del derecho a la igualdad de oportunidades, reafirmándose asimismo la responsabilidad que le cabe al Estado de contrarrestar los mecanismos que producen las mencionadas desigualdades, las que operan en la familia, en el mercado, en las instituciones, en la cultura y en los distintos niveles mismos de la administración estatal.

Es imprescindible modificar ese sistema de ideas que asigna roles estereotipados y jerarquías a la diferencia biológica entre los sexos, porque la diferencia no tiene por qué ser entendida como desigualdad.

En Argentina, los derechos ciudadanos conquistados por las mujeres son en muchos casos sólo formales, y su concreción requiere de una lucha y explicitación permanentes. Por ello el socialismo impulsa la equidad de género en todas las políticas públicas y la lucha por remover los obstáculos que limitan la autonomía de las mujeres y las posibilidades de desarrollo personal a mujeres y varones:

Resulta imprescindible la elaboración e instrumentación de un Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres para ser aplicado en la Provincia de Buenos Aires. En la convicción de que el presente proyecto constituirá un paso fundamental para impulsar la plena vigencia de este derecho a la igualdad, es que se solicita la aprobación del mismo.

La aceptación de las diferencias y la valoración positiva de la igualdad en la diversidad, son elementos fundamentales que nos sirven para repensar y advertir si los derechos civiles, políticos y sociales adquiridos son ejercidos en libertad por varones y mujeres. En este sentido surge como deseo y valioso desafío la necesidad de “democratizar la democracia”. Iniciar este camino implica transformar estructuras de poder, prácticas políticas y sociales, y formas de participación social. Las socialistas y los socialistas, que hemos sido pioneros en la legislación que protegen los derechos de las mujeres, reafirmamos con iniciativas como la presente nuestro compromiso de contribuir a la consolidación del proceso democrático que implica también, avanzar hacia la igualdad entre hombres y mujeres.
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